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Desde hace varios años, venimos realizando un tratamiento especial del Progra-
ma de Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación y la 
Desigualdad en Andalucía, debido al impacto que éste tiene en las situaciones 
producidas por la crisis económica. A medida que ésta ha ido afectando y calando 
en nuestro tejido social, son cada vez más los que acuden a él como único recurso 
para contar con unos ingresos mínimos de subsistencia.

Esto ha llevado a que el pasado año se hayan tramitado 144 quejas referidas al 
programa, lo que ha supuesto un importante número de ellas en relación a las 
actuaciones en materia social, así como un incremento de más del 300% con 
respecto al pasado año.

Las quejas evidencian que persisten grandes problemas de disfuncionalidad en 
el programa, muchos de ellos abordados en informes anteriores y que fueron 
trasladados a la Administración en aras a un mejor funcionamiento. Sin embargo, 
en el presente año, se ha incrementado el número de familias que no puede 
hacer frente a los gastos básicos y tampoco acceder a otro tipo de prestaciones, 
o no se les conceden en el momento que más lo necesitan. Pierde así el carácter 
de urgencia que conlleva el atender a muchas de estas situaciones, mientras 
se produce un proceso de espera que para muchos resulta insoportable y muy 
doloroso, como vemos recogidos en expresiones como “carecemos de lo más 
básico”, “no tenemos para comer o cuando nos dan algo resulta insuficiente”, “mis 
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hijos no prueban un yogur y solo comen caliente cuando lo 
hacen en el colegio, ya que no tengo ni luz ni gas”.

En definitiva, se identifica la necesidad urgente de un cambio 
normativo anunciado a comienzos de la actual legislatura, en 
el que se planteaba la aprobación de una Ley Renta Básica 
con un carácter más amplio y con dotación económica 
suficiente respecto a la que actualmente se cuenta y no 
sujeto a disponibilidad presupuestaria.

Hay que recordar que el Programa de Solidaridad tiene 
una vertiente económica cuyo objetivo es luchar contra 
la pobreza y la exclusión social; y otra de inserción social, 
aspecto éste que no se lleva a efecto. 

En cuanto a la prestación económica, su finalidad es atender 
los gastos básicos de subsistencia, como alimentación y 
el alojamiento de las personas que no disponen de otros 
recursos para cubrir estas necesidades, y ello, con las actuales 
cuantías destinadas al mismo, tampoco llega a cubrirse. 
Por tanto, nos encontramos con un Programa de renta de 
mínimos que ni siquiera llega a serlo y que parece más un 
programa de ayuda social, limitado en el tiempo, seis meses, 
e insuficiente para cubrir lo más elemental para subsistir.

El Programa de Ingreso Mínimo de Solidaridad, se regula 
por el Decreto 2/1999, de 12 de enero, el cual partía de 
algunas experiencias previas a nivel autonómico, que lle-
garon a definirse como «Rentas Mínimas de Inserción», 
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como complemento y desarrollo de las políticas de 
protección social, entendidas éstas, tanto en sus 
niveles contributivo como asistencial. 

Reconoce a los ciudadanos andaluces como sujetos 
activos de la sociedad y el desarrollo de medidas con 
clara vocación insertora dejando, en último término, 
las de carácter puramente asistencial. Sin embargo, 
en estos años, cumple más esta misión que aquélla 
para la que nació por lo que con el paso del tiempo 
se ha ido desfigurando y adquiriendo una dimensión 
social casi meramente asistencial.

Después de las experiencias anteriores de gestión de un Programa de esta naturaleza, 
se considera conveniente revisar algunos de sus contenidos, especialmente en lo relativo 
a medidas de agilidad administrativa, seguimiento y cuantía económica adaptada a la 
actual demanda. Este deseo tiene su apoyo en la necesidad de ir adecuando, como 
objetivo a cumplir en todo el Estado español, el concepto de Rentas Mínimas de 
Inserción como una de las metas a conseguir en los niveles de protección asistencial 
donde la marginación y la desigualdad se hacen más patentes; permitiendo que exista 
realmente una primera fase de inserción social, donde se arbitren medidas o acciones 
que faciliten una adecuada y digna integración en la sociedad.

Las quejas tratadas en este año, podemos decir que se ajustan a los momentos y 
dificultades que ha ido viviendo el Programa a lo largo de este año. No obstante, 
también en los últimos meses del pasado año 2013 y comienzos de 2014, vivimos la 
paralización en el pago del Programa, lo que nos llevó a abrir de oficio la queja 14/1285, 
que se inició a tenor de algunas quejas que habían llegado a la Institución. En ésta 
hacíamos mención a la necesidad de incrementar los recursos humanos y económicos, 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-agilidad-ante-el-retraso-en-el-reconocimiento-del-salario-social
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y mejorar los procedimiento y el cumplimiento de los plazos 
recogidos en la norma con el fin de que ninguna solicitud 
que cumpliera los requisitos quedara sin ser atendida por 
limitación presupuestaria.

Esta situación fue empeorando debido a la paralización 
que se produce al inicio de cada año y que se agrava al 
incrementarse el número de solicitantes, afectando al 
número de quejas que hacían referencia a la suspensión 
del pago. Durante el mes de enero, debido a que en ese 
mes y hasta finales, no se produce la incorporación del 
presupuesto y al venir recogida la partida presupuestaria 
en capítulo IV, el pago no tiene carácter prioritario, todo lo 
que da lugar a que no se reciba la prestación dentro de las 
fechas normales para ello.

En este sentido, la Defensoría instó a que se le diera un 
carácter prioritario a estas ayudas y a que exista una 
cobertura efectiva de las situaciones de necesidad para 
evitar situaciones de agravamiento y exclusión. Por ello, 
solicitábamos se adoptarán medidas para que esto no 
ocurriera y los pagos se realizaran con celeridad y con 
continuidad.

En el presente ejercicio, el número de personas que se han 
dirigido a esta Defensoría manifestando su malestar por la 
suspensión de la ayuda, ha sido significativamente mayor 
que en años anteriores, y ello nos lleva a considerar que 
estos hechos tiene que ver no solo con las dificultades de 
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gestión del Programa, como se nos decía, sino con la gestión del Presupuesto Anual 
en el primer mes del año por la Administración Autonómica, ya que hasta el veinte de 
enero, fecha aproximada en que se produce el pago de esa mensualidad, aún está vivo, 
a efectos de la Intervención Delegada, los expedientes del año anterior, lo que supone 
que el presupuesto anual no empieza a estar operativo hasta avanzada esa fecha.

Ello, por cuanto que al venir consignado en el Capítulo IV del Presupuesto la partida de 
este Programa, no tiene la prioridad que se aplica a otros capítulos presupuestarios, 
por lo que una vez operativo se deben realizar todas las gestiones administrativas 
internas en las Delegaciones Territoriales para el abono de las ayudas individuales, 
normalizándose en meses posteriores.

Por ello, consideramos que una posible alternativa sería darle un carácter prioritario 
a estas ayudas, debido al significado social del Programa, para que la demora en el 
ingreso del mes de enero se reduzca a solo unos días, ya que para los perceptores y 
familias es, como bien sabemos, el único ingreso que reciben para su sostenimiento, 
como hemos podido comprobar en personas que han llegado a la Institución mani-
festando la imposibilidad de hacer frente a las necesidades mas básicas como son: 
agua, luz, gas o alimentos.

En el curso de esta investigación, pudimos conocer, por la información suministrada 
por la propia Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales, que a partir de finales 
de febrero de 2014, las solicitudes del Programa presentadas en las Delegaciones 
Territoriales de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales, dejaron de aprobarse 
y pagarse por haberse agotado el presupuesto asignado para el año. Esto lo podemos 
ver recogido en los siguientes datos. En el  año 2013 se concedieron 55.711 solicitudes 
del programa de Solidaridad, entre las que se incluyen tanto solicitudes presentadas 
en el ejercicio 2013 como las pendientes del ejercicio 2012 que fueron resueltas en el 
2013. En el primer cuatrimestre del año 2014 se incluyeron íntegramente expediente del 
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ejercicio 2013, habiendo sido concedidas en ese periodo 
11.195 solicitudes, con un importe comprometido de 
37.264.331, 56 euros, cuando el presupuesto para ese 
año era 90.655.098 euros. Preocupa, por tanto, lo que 
pueda ocurrir en el ejercicio económico del 2015, ya 
que en el 2014 se presentaron 62.758, de las que se 
han concedido 8.718, denegado 4.724 y archivadas 
7.916, quedando pendientes de resolver 41.400.

A fecha de cierre de este informe, hemos formulado Resolución, consistente en varias 
Recomendaciones de actuación, tanto a la Consejera de Igualdad, Salud y Políticas Sociales 
como a la Consejera de Hacienda y Administración Pública de la Junta de Andalucía, 
en orden a que se corrijan las disfuncionalidades detectadas en el Programa, tanto 
en lo que atañe a los plazos de tramitación y reconocimiento, como en lo relativo a la 
insuficiencia presupuestaria, estándose a la espera de recibir la preceptiva respuesta.

También debemos destacar la regulación de los ingresos que determinan el importe 
de la prestación económica del Ingreso Mínimo. De acuerdo a la norma reguladora, en 
su artículo 4, recoge como recursos computables de la unidad familiar las pensiones, 
subsidios, rentas e ingresos que, en cualquier concepto, perciban, o tengan derecho 
a percibir, todos los miembros de la misma en el momento de la presentación de la 
solicitud. Así en la queja 14/5519, una señora con hija menor, desempleada desde 
hacía cuatro años, sin percibir ninguna ayuda, divorciada y sin manutención alguna, 
manifestaba que después de esperar casi un año, cuando fue a preguntar por el 
estado de su expediente se le indicó que lo percibiría pero en una cantidad inferior, 
debido que al estar divorciada y constar en el convenio regulador que la hipoteca de 
la vivienda en la que convivía con su hija sería pagada por las dos partes al 50%, y al 
estar abonándola exclusivamente la otra parte, se le computaba como una ayuda.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/pedimos-agilidad-ante-el-retraso-en-el-reconocimiento-del-salario-social
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Resulta inexplicable que a la hora de valorar los ingresos para determinar el derecho 
a la prestación del ingreso mínimo de solidaridad y de fijar su importe, se computen 
determinadas ayudas que resultan básicas para el sostenimiento, y más en este caso 
en el que supone contar con un techo donde puedan cobijarse la madre y la hija. Si la 
norma tiene como fin atender las necesidades de las personas que no pueden realizar 
de forma autónoma las actividades de la vida diaria, no se explica que se tenga en 
cuenta dicho pago de hipoteca como ingreso de la unidad familiar. Por ello, la promotora 
se preguntaba cómo podría vivir.

Situación parecida la vemos recogida en las prestaciones derivadas de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las Personas 
en Situación de Dependencia, ya que al valorar los ingresos para determinar el derecho 
a la prestación del Salario Social y fijar su importe se computan las prestaciones por 
dependencia que perciban las personas que forman parte de la unidad de convivencia.

Sin embargo, debemos referir que son prestaciones diferentes con finalidades distintas. 
Mientras una va dirigida va a cubrir necesidades básicas, la otra va dirigida a atender a 
las personas que no pueden realizar de forma autónoma su vida diaria, como cuidado 
personal, las actividades domésticas cotidianas etc. En este sentido, la próxima norma 
que se vaya a aprobar deberá tener en cuenta aquellas ayudas con las que debería ser 
compatible, ya que son muchas las situaciones que existen y en las que ello debería 
tenerse en cuenta y realizarse un cómputo diferente que permita compatibilizar ambas.

Otro de los aspectos que hemos detectado en las quejas, son los textos de las 
resoluciones por las que se deniega la prestación solicitada o bien se suspende o 
extingue el derecho a percibirla dado que se motivan de forma poco clara, ya que se 
hace una referencia genérica a los preceptos que las amparan, pero no concretan las 
circunstancias y los datos que se han tenido en cuenta. Esto genera en muchos casos 
un clara indefensión de las personas afectadas. Los argumentos son escasos, a veces 
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poco comprensibles y con una falta absoluta de explicaciones 
que satisfagan a las personas interesadas, lo que les lleva 
a dirigirse a la Institución para pedir explicaciones que 
deberían haber recibido de la Administración.

Por ejemplo, si se deniega la prestación por que se considera 
que los ingresos de la unidad familiar son superiores al 
límite establecido, no se especifica el límite aplicable al caso 
concreto y el período de tiempo computado; si se suspende 
la prestación por incumplimiento de las obligaciones de 
las personas beneficiarias, debería explicitarse cuál ha 
sido la obligación que no se ha cumplido. Se utiliza citar el 
artículo de la norma y el apartado del mismo. Ello obliga a 
las personas afectadas a solicitar mayor información que 
les aclare el sentido de la denegación o suspensión para 
poder recurrirla, lo que no realizan en tiempo debido a 
esta dificultad.

Cuestión parecida que supone una clara disfunción en el 
programa y que convendría corregir, es que se dicte una 
resolución de suspensión por una causa que ya no existe. 
Esto se produce de forma habitual cuando se suspende o 
resuelve de forma negativa porque la persona, durante un 
período, ha estado recibiendo otra prestación o en el caso 
de que durante un tiempo ha residido fuera de la Comunidad 
Autónoma por un período determinado dentro del último 
año. En estos casos, resultaría necesario que la fecha de los 
efectos de la suspensión se adecuase al período durante el 
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cual se producía efectivamente la causa de suspensión y, si ya ha finalizado esta causa, 
que en el propio acto se acuerde su reanudación.

Las mayoría de las quejas, a partir de mediados de año, estuvieron dirigidas a manifestar 
su malestar por el retraso en el pago o el no recibir información alguna de su expediente 
cuando se dirigían al órgano gestor. Detectamos que desde la administración local se 
les derivaba a la Institución ante la imposibilidad de conocer lo que estaba ocurriendo. 
Ello nos llevó a realizar varias recomendaciones exigiendo el pago de la prestación, 
debido a que se había agotado en todos los casos los plazos previstos en la norma 
para su resolución. Sirva de ejemplo la queja 14/4866, en la que el promotor de la 
misma nos refería en su escrito que desde marzo de 2012 no había encontrado trabajo 
alguno, por lo que había perdido todas las prestaciones a las que tenía derecho. El 20 
de mayo había solicitado el Salario Social por sede electrónica en la correspondiente 
Delegación Territorial, procediendo a complementar la documentación el 13 de junio.

El 12 de septiembre se le informa que había recibido una prestación económica de 400 
euros, sin que en el momento de dirigirse a nosotros, 24 de octubre, hubiese percibido 
ninguna mensualidad. En esos momentos debía hacer frente a una hipoteca de una 
vivienda de VPO de 333 euros mensuales que había dejado de abonar.

Recordábamos a la Administración que era aplicable el plazo de resolución de dos 
meses recogido en el Decreto-ley 7/2013, de 30 de abril, de medidas extraordinarias 
y urgentes para la lucha contra la exclusión social en Andalucía, en su disposición final 
segunda modificaba el Decreto 2/1999, de 12 de enero, por el que se regula la creación 
del Programa de Solidaridad de los Andaluces para la Erradicación de la Marginación 
y la Desigualdad en Andalucía.

En la respuesta de la Administración se corroboraba la existencia de dicho expediente de 
solicitud y su situación de en trámite de Propuesta de Concesión a favor del interesado. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/resoluci%C3%B3n-ante-la-demora-en-el-reconocimiento-del-salario-social
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En el mismo informe, se nos hacía referencia al capítulo II del Decreto 2/1999, de 12 
de enero, sobre el trámite y orden de concesión.

Procedimos a emitir una Recomendación en la que se instaba a la Administración a 
que se dictase resolución que pusiera término al procedimiento del afectado, aprobando 
definitivamente su reconocimiento y concesión del Programa de Solidaridad. 

Asimismo, quedaría garantizado el derecho a una buena administración que comprende, 
entre otros, el derecho de los particulares ante las Administraciones Públicas a que sus 
asuntos sean resueltos en un plazo razonable (artículo 31 del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía). Al mismo tiempo, que se garantice un mínimo de subsistencia a las 
personas en situación de vulnerabilidad social demandantes de este Programa.

Un aspecto importante en este año, en relación a la futura Ley de Renta Básica, es el 
debate generado en la sociedad que llevó a la creación en el Parlamento de Andalucía 
de un Grupo de Trabajo ante el que compareció el Defensor del Pueblo Andaluz para 
exponer las líneas de mínimos que debería contemplar la futura Ley de Renta Básica 
de Ciudadanía para Andalucía, en base a toda una serie de reflexiones y conclusiones 
que coadyuvaran al debate social abierto en torno a este tema.

Partimos del desarrollo y la aplicación del artículo 23 del Estatuto de Autonomía de 
Andalucía, que hace referencia a la construcción de un Sistema Andaluz de Renta Básica 
que, por una parte, reconozca el derecho estatutario a una renta que garantice unas 
condiciones de vida digna y a recibirla, en caso de necesidad, con arreglo a lo dispuesto 
en la ley y, por otra, eliminar el riesgo de exclusión social, personal y laboral, facilitando 
la inclusión de quienes carezcan de recursos suficientes para que los derechos sociales 
puedan ser ejercidos de forma efectiva.

La Renta Básica Condicionada, modelo desarrollado en algunas Comunidades Autónomas 
y por el que optábamos, consistiría en un ingreso pagado por el Estado dirigido a un 
sector concreto de la ciudadanía en función y determinado por el nivel de renta del que 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/resoluci%C3%B3n-ante-la-demora-en-el-reconocimiento-del-salario-social
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disponga o su falta total de la misma, de su compromiso por 
suscribir un contrato de inserción laboral o inclusión social 
o por su pertenencia o definición como colectivo específico 
(mujer, familia monoparental, persona mayor, persona con 
una enfermedad mental y/o discapacidad física o psíquica, 
persona en situación de riesgo y exclusión social o sin hogar, 
jóvenes, personas paradas sin ingresos, etc.).

De esta manera, la Renta Básica Condicionada la percibiría 
la persona si reúne una serie de requisitos, condiciones o 
criterios y siempre y cuando mantuviera los mismos. Consi-
deramos necesario garantizar los medios económicos para 
hacer frente a las necesidades básicas de la vida, cuando no 
puedan obtenerse en cuantía suficiente del empleo o de los 
diversos regímenes de protección y asistencia social, como el 
derecho, que no obligación, a recibir apoyos personalizados 
para la inserción laboral y/o la inclusión social, mediante 
la participación en un convenio de inclusión o inserción, 
apareciendo así lo que ha venido a llamarse el principio de 
doble derecho.

Además, considerábamos necesario debatir si fuese necesario 
prever la compatibilidad de la prestación económica, con el 
ejercicio de una actividad laboral.

En cuanto a los principios en los que se debería inspirar y 
fundamentar la garantía de unos Ingresos Mínimos, entre 
otros, señalar el de igualdad, entendido como eliminación de 
cualquier discriminación en el acceso al Sistema; el de equidad 
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en la medida que su reconocimiento y aplicación se plantea 
como una respuesta a la situación de necesidad y carencia de 
medios de subsistencia; y el de universalidad, entendida en el 
sentido de que ha de quedar garantizada para todas aquellas 
personas que reúnan unos requisitos y en las que concurran 
unas determinadas condiciones previstas en la norma.

Otro principio que se debería de incorporar sería el de com-
plementariedad, entendido como la atribución a la Garantía, de 
la función de completar los ingresos que tengan las personas 
destinatarias cuando acrediten una situación de carencia de 
medios para el desarrollo de una vida digna, así como ser 
expresión del principio de subsidiariedad, en tanto que se 
concibe y reconoce únicamente cuando no resulta posible 
el acceso a las acciones protectoras de otros sistemas de 
protección.

Otro punto de debate, sería si ha de articularse como un 
verdadero derecho subjetivo de regulación legal, en cuyo 
caso, no debería quedar sujeta a la existencia de presupuesto, 
habría de gestionarse de forma ágil y eficaz, con la urgencia 
que la mayoría de las situaciones requiere y habría de ser 
susceptible de amparo y defensa jurisdiccional.

Con posterioridad a esta comparecencia parlamentaria, esta 
Defensoría constituyó un grupo de trabajo con las ONGs 
más importantes para debatir en torno al modelo de Renta 
Básica, cuyo fruto fue la realización de una jornada en el mes 
de diciembre a la que se invitó a distintos sectores implicados 
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(administraciones, ONGs, personas físicas, universidades, 
...) para reflexionar y debatir el modelo que podríamos 
proponer a la Administración competente, y cuyos objetivos 
fueron avanzar en un paradigma de Renta de Garantía de 
Ingreso Mínimo, o en palabras del Estatuto de Autonomía 
para Andalucía, de Renta Básica que cubra a los sectores 
sociales más vulnerables; plantear y proponer un diseño 
acorde a las necesidades actuales que ayude a la propuesta 
que se vaya a efectuar desde la Administración y debatir con 
los sectores sociales implicados una propuesta de Renta 
de Garantía de Ingreso Mínimo que venga a mejorar las 
condiciones de vulnerabilidad de las personas.
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ȏ� Queja 14/4554, dirigida a la Agencia de Servicios Sociales y Dependencia 
de Andalucía y a la Consejería de Hacienda y Administración Pública, relativa 
al incumplimiento de los pagos fraccionados de la deuda resultante del 
reconocimiento retroactivo de la prestación económica para cuidados en el 
entorno familiar, de la anualidad de 2014, así como del pago único a favor de 
la comunidad hereditaria de personas dependientes ya fallecidas.

ȏ� Queja 14/4645, dirigida a la Dirección General de Personas con Discapacidad 
de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas Sociales, relativa a la asimilación 
de discapacidad a los pensionistas de Incapacidad del INSS.

ȏ� Queja 14/5132, dirigida a la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas 
Sociales en Almería, relativa al mal funcionamiento de la Residencia Asistida 
de la Diputación de Almería.

ȏ� Queja 14/5644, dirigida a los Ayuntamientos de las 8 provincias andaluzas, y 
al Ayuntamiento de Jerez de la Frontera (Cádiz), relativa a los dispositivos para 
personas sin hogar en la campaña de frío.

ȏ� Queja 14/5646, dirigida a la Dirección General de Servicios Sociales y Aten-
ción a las Drogodependencias de la Consejería de Igualdad, Salud y Políticas 
Sociales, a la Dirección General de Administración Local de la Consejería de 
Administración Local y Relaciones Institucionales y a la Dirección General de 
Participación y Equidad de la Consejería de Educación, Cultura y Deporte, 
relativa a la evaluación de los Decretos Leyes 7/2013 y 8/2014, sobre lucha 
contra la exclusión e inclusión social en Andalucía.

ȏ� Queja 14/5715, dirigida a la Dirección General de Interior, Emergencia y 
Protección Civil, relativa a los mecanismos de intervención, los recursos e 
instrumentos de coordinación, que pueden facilitarse a través del referido 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/preguntamos-por-los-pagos-de-2014-de-la-dependencia-y-la-demanda-de-los-herederos-de-dependi
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/incapacidad-permanente-y-discapacidad-del-33-equiparables-0
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/nos-interesamos-por-el-funcionamiento-de-una-residencia-de-mayores-en-almer%C3%ADa
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/queremos-conocer-los-dispositivos-para-personas-sin-hogar-en-andaluc%C3%ADa
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/seguimiento-de-las-medidas-contra-la-exclusi%C3%B3n-social
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/ahondamos-en-el-funcionamiento-del-servicio-de-gesti%C3%B3n-de-emergencias-en-andaluc%C3%ADa
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Servicio, para dar una respuesta adecuada a las situaciones de 
emergencia social, distintas de las sanitarias y de las de incendio y 
salvamento.

ȏ� Queja 14/5991, dirigida a la Delegación del Área de Familia, Asuntos 
Sociales y Zonas de Especial Actuación del Ayuntamiento de Sevilla, 
relativa al fallecimiento de una persona sin hogar en Sevilla en diciembre 
de 2014.

III.3.1 
Colaboración de las 
Administraciones
En el ejercicio 2014 la colaboración de las Administraciones 
responsables en materia de dependencia para con esta 
Institución, ha sufrido dilaciones en las respuestas, influyendo 
en ello, la ingente carga de trabajo ordinaria que pesa sobre 
las mismas y las dificultades que arrastra.

Si bien es cierto que se ha mantenido vigente la vía iniciada 
a finales del año 2013, de sostener un contacto personal y 
directo, mediante reuniones mantenidas entre Administración 
autonómica y Defensoría, ello ha tenido una repercusión 
moderada en el resultado global alcanzado.

A finales del año 
2014 todavía 
persistía un 
grupo de quejas 
con Recomenda-
ción dictada 
o con informe 
instado, que no 
habían obtenido 
respuesta.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/content/actuamos-de-oficio-ante-el-fallecimiento-de-una-persona-sin-hogar-el-pasado-mes-de-diciembre
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De hecho, a finales del año 2014 todavía persistía un grupo de quejas con Recomen-
dación dictada o con informe instado, que no habían obtenido respuesta. Desde 
un punto de vista formal, las Resoluciones dictadas por el Defensor del Pueblo 
Andaluz que no han obtenido la respuesta colaboradora de las Administraciones 
Públicas a tenor del artículo 29.1 de la Ley del Defensor del Pueblo Andaluz, han 
sido escasas, si bien materialmente, como hemos adelantado, razones prácticas 
han aconsejado que las mantengamos en trámite, sin entender como no aceptadas, 
las Recomendaciones para las que estamos buscando una decisión concluyente 
y que hasta ese momento no podemos valorar definitivamente como aceptadas.




